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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 19 de  febrero de 2008

RES. N° 58 /2008

VISTO: 
El expediente SCD-217/07-0 (Nro. 434/2008), “SCD s/ denuncia formulada por el mandatario Dr. Juan Carlos Bagnat” del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y

CONSIDERANDO:
          Que el día 26 de diciembre de 2007 el Dr. Juan Carlos Bagnat, mandatario  Nº 027 del Gobierno de la Ciudad, presentó una denuncia contra la Titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7, Dra. Lidia Ester Lago, y “del Secretario/a a cargo de la Secretaría Nº 13, así como de los demás funcionarios responsables que cumplían tareas en el citado Tribunal a la fecha de los hechos e irregularidades que se denuncian” (fs. 1/14). 


Que el denunciante solicita se investigue “la eventual comisión de los delitos de incumplimiento de los deberes de funcionario público, encubrimiento, sustracción, y/o destrucción de instrumento público y mal desempeño en sus funciones judiciales”. 


Que el Dr. Bagnat fundamenta la denuncia en que el 30 de agosto de 2006 “apareció incorporada al sistema informático IURIX (...) una sentencia de trance y remate dictada y firmada por la titular del Juzgado Dra. Lidia Ester Lago correspondiente al expediente nº 732.105 caratulado ¨GCBA c/ Feijoo, José y otro s/ ejecución fiscal- Avaluo”, que había sido promovido por el denunciante en su carácter de mandatario del GCBA. 


Que explica el Dr. Bagnat que a raíz de esa publicación en el sistema informático, presentó el 28 de septiembre de 2006 ante el Tribunal la cédula correspondiente, transcribiendo la sentencia publicada en el sistema informático a fin de notificar a la ejecutada, Sra. María Carmen Caputo.


Que con posterioridad a ello, “se concurrió en reiteradas oportunidades al Tribunal para un control regular del expediente pero nunca pudo ser visto por no encontrarse en letra”, y al tratarse de un expediente “con sentencia dictada y notificada al domicilio fiscal de la demandada, quien se encontraba rebelde” entendió que el plazo de caducidad se encontraba interrumpido y que era innecesario dejar nota en el libro de asistencia.


Que continúa relatando que el 29 de octubre de 2007 el Tribunal decretó de oficio la perención de instancia en dichos autos, la cual le fue notificada el 05 de noviembre de 2007. 


Que manifestó que, ante ello, interpuso recurso de revocatoria y apelación en subsidio, señalando que había sido dictada sentencia de trance y remate y que se había dejado cédula de notificación de la misma el 28/09/06. Que el Tribunal rechazó ambos recursos y ratificó la perención de instancia  dispuesta, manifestando, según los dichos del denunciante que “...la sentencia de trance y remate invocada por la parte ha sido generada por error en el sistema informático IURIX y la misma no se corresponde con las constancias del expediente, por lo que la cédula oportunamente acompañada a confronte a los fines de notificar la misma fue debidamente observada -cfr. Nota de fs. 28.-...”.


Que al verificar las constancias obrantes en el expediente advirtió que el 30/08/06 y ante el pedido de dictado de sentencia que había presentado el denunciante, existía un despacho que señalaba: “...manifieste la actora si desiste del demandado genérico...”, luego una nota dejando constancia de la observación a la cédula presentada el 28/09/06, y con posterioridad el auto de perención de instancia dictado de oficio. 


Que el denunciante agrega que el proveído de fecha 30/06/08, dictado con la misma fecha de la sentencia de trance y remate publicada en el sistema informático “nunca fue incorporado al sistema IURIX y en su lugar continúa hasta el presente publicada la sentencia de trance y remate”.


Que interpuso recurso de queja contra la resolución del 28 de noviembre de 2007 que desestimó los recursos, el cual tramita actualmente ante la Sala I del fuero. 


Que, por otra parte, el presentante interpreta que la sentencia de trance y remate existió, fue firmada y “desapareció del expediente”, basando su  suposición en que las resoluciones, según la normativa que regula la incorporación a la base de datos del sistema IURIX -Resoluciones 370/2002 y 460/2002 art. 2º- “se publican todas las actuaciones firmadas, a partir de las 9.30 horas del día siguiente al que el expediente vuelve a letra...”. Por ello entiende que las resoluciones se publican una vez firmadas, y que “mal puede haber el Tribunal manifestar que ¨la sentencia de trance y remate invocada por la parte ha sido generada por error en el sistema informático IURIX.” Presume por estos motivos que podría haber existido una sustracción y destrucción del documento público.



Que específicamente el Art. 1º de la Resolución CM 460/2002 establece: “Art. 1°: Sustitúyese el texto del artículo 1º de la Resolución CM Nº 370/2002 por el siguiente: 

Art. 1º: Es responsabilidad del/la Secretario/a de cada juzgado de primera Instancia y de los/las Secretarios/as de cada Sala de la Cámara de Apelaciones, del fuero Contencioso Administrativo y Tributario, asegurar la incorporación a la base de datos informática del fuero Contencioso Administrativo y Tributario IURIX - la totalidad de las actuaciones que se dicten en los expedientes judiciales que tramiten por ante dicho fuero, con su contenido íntegro. La responsabilidad de los funcionarios mencionados es extensiva a los/as prosecretarios/as, así como a todos los empleados que se desempeñen en cada organismo. “

 

Que al acceder a la pagina de internet www.jusbaires.gov.ar,  Tribunales de la Ciudad, Fuero Contencioso Administrativo y Tributario, a la consulta pública- base fuero del CAyT, se visualiza la siguiente leyenda “ Se encuentra a disposición el acceso publico al servicio de consulta de información judicial del Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario en modalidad de prueba. Para acceder a él haga click aquí”. Luego se accede a la base del Fuero CAyT  se encuentra un formulario con diversos campos y al pie de página (en color azul) expresa “...Este Sistema de Consultas no sustituye en materia de notificaciones las normas procesales y reglamentarias vigentes...”

 

Que con ello queda aclarado por el propio sistema de información que no hace plena fe ni reemplaza la labor de los abogados de concurrir a consultar los expedientes en soporte papel -único documento público válido-, en la mesa de entradas de los Juzgados, ni de tomar los recaudos que exige su tarea profesional. 


Que la afirmación de que la sentencia de trance y remate existió, resulta desvirtuada por la copia certificada del libro de sentencias correspondiente a la fecha en cuestión, que la Magistrada incorporó al propio expediente judicial ante las graves imputaciones del letrado, y ordenó que se informase por Secretaría respecto de las constancias obrantes en el sistema informático Iurix, como así los motivos que determinaron la irregularidad denunciada. (conforme fs. 59/ 60).


Que, finalmente, por Resolución de fecha 30 de agosto de 2006 el Juzgado solicitó al mandatario que manifestara si desistía de la acción intentada respecto del codemandado genérico.


Que, catorce meses después, con fecha 29 de octubre de 2007 se dictó la caducidad de instancia, de oficio. 

 
Que, en esa oportunidad, el letrado interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio. 

 

Que el letrado describe pormenorizadamente que personas de su estudio jurídico compulsaban el expediente y quien hacía el seguimiento interno por Internet y por un sistema  informático propio, a fin de supervisar el trámite de los expedientes. Asimismo,  detalla el procedimiento habitual  del Estudio para dejar las cédulas en los juzgados, sin compulsar cada expediente ni verificar que se corresponda directamente, atento al cúmulo de tareas y cantidad de expedientes a su cargo (alrededor de 3000) y lo describe de la siguiente forma: “en la mayoría de los juzgados es confeccionar un listado con todas las cédulas de todos los expedientes que se tramitan en cada juzgado y  Secretaría que se entregan simultáneamente en ese día, con lo cual no se hace una verificación individual de la cédula con el expediente respectivo, independientemente de la cantidad de cédulas que se dejan. En este caso particular, el denunciante no tiene presente “si la cédula se dejó en forma individual o dentro de un listado” (respuesta a la pregunta octava de la audiencia testimonial)

 

Que el mandatario tomó conocimiento de que la cédula que había dejado el 28 de septiembre de 2006 había sido observada “cuando se rechaza el Recurso de Revocatoria y  de Apelación en subsidio en el cual se señala expresamente que había sido dictada sentencia y  que se había procedido a dejar la cédula notificando la misma por lo que estimamos que dicha circunstancias procesales impedían una declaración de caducidad. Cuando dichos recursos son rechazados se constata que la cédula había sido observada y que había un auto con fecha 30/8/06 que requería expedirse sobre el demandado genérico previo al dictado de sentencia”. Además aclara que en numerosas oportunidades se concurrió a ver el expediente durante el año transcurrido entre el aparente dictado de la sentencia y la caducidad y que nunca se lo encontró en letra, “lo cual dado el estado procesal que el suscripto creía que existía, no generaba ninguna preocupación ni necesidad de dejar notas.”



Que no debe olvidarse que la Ley 31 (orgánica de este Consejo) establece en el art. 1º que es función de este Consejo asegurar y consolidar la independencia del Poder Judicial, la que se determina de dos aspectos: uno externo, conformado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado e incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.


 
Que en el caso a estudio, este Plenario entiende que no surgen elementos que justifiquen la apertura de un proceso de remoción ni de sumario administrativo en relación a la Magistrada, o a otros empleados o funcionarios del Juzgado. Por lo que corresponde el archivo de las actuaciones.                       

Que, asimismo se estima conveniente girar las presentes actuaciones a la Comisión Auxiliar de Incorporación de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, para que, por donde corresponda, conjuntamente con el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7, Secretaría Nº 13,  evalúen los elementos de carácter técnico que pudieron dar origen a los hechos denunciados en el presente expediente, a los efectos de evitar su reiteración y sostener la calidad del sistema de consulta pública de la base del fuero a través de Internet. 

 

Por todo ello y las atribuciones conferidas por el Art. 116 de la Constitución de la Ciudad  Autónoma, la Ley 31 y las Res CM. 171/2003 y 384/2003;
EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1°: Desestimar la presente denuncia contra la titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7, Dra. Lidia Ester Lago y ordenar el archivo de las actuaciones.

Art. 2°: Girar las presentes actuaciones a la Comisión Auxiliar de Incorporación de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, para que, por donde corresponda, conjuntamente con el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 7, Secretaría Nº 13,  evalúen los elementos de carácter técnico que pudieron dar origen a los hechos denunciados en el presente expediente, a los efectos de evitar su reiteración y sostener la calidad del sistema de consulta pública de la base del fuero a través de Internet. 

Art. 3°:  Regístrese, hágase saber y oportunamente archívese.

RESOLUCION  N° 58 /2008
Juan Pablo Mas Velez 
                                        Carla Cavaliere

       Secretario




        Presidenta
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